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de identidad de extranjero, que deberán solicitar personalmente en el plazo de 1 mes desde su entrada 
en España o desde que se conceda la autorización, respectivamente. Estarán exceptuados de dicha 
obligación los titulares de un visado de residencia y trabajo de temporada.) 

También son infracciones graves: 

- No dar de alta, en el Régimen de la Seguridad Social que corresponda, al trabajador extranjero cuya 
autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena hubiera solicitado, o no registrar el contrato de 
trabajo en las condiciones que sirvieron de base a la solicitud, cuando el empresario tenga constancia 
de que el trabajador se halla legalmente en España habilitado para el comienzo de la relación laboral. 
No obstante, estará exento de esta responsabilidad el empresario que comunique a las autoridades 
competentes la concurrencia de razones sobrevenidas que puedan poner en riesgo objetivo la 
viabilidad de la empresa o que, conforme a la legislación, impidan el inicio de dicha relación. 

- Contraer matrimonio, simular relación afectiva análoga o constituirse en representante legal de un 
menor, cuando dichas conductas se realicen con ánimo de lucro o con el propósito de obtener 
indebidamente un derecho de residencia, siempre que tales hechos no constituyan delito. 

- Promover la permanencia irregular en España de un extranjero, cuando su entrada legal haya contado 
con una invitación expresa del infractor y continúe a su cargo una vez transcurrido el período de 
tiempo permitido por su visado o autorización. Para graduar la sanción se tendrán en cuenta las 
circunstancias personales y familiares concurrentes. 

- Consentir la inscripción de un extranjero en el Padrón Municipal por parte del titular de una vivienda 
habilitado para tal fin, cuando dicha vivienda no constituya el domicilio real del extranjero. Se incurrirá 
en una infracción por cada persona indebidamente inscrita. 

Infracciones muy graves (Art. 54) 

Son infracciones muy graves: 

- Participar en actividades contrarias a la seguridad nacional o que pueden perjudicar las relaciones de 
España con otros países, o estar implicados en actividades contrarias al orden público previstas como muy 
graves en la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana. 

- Inducir, promover, favorecer o facilitar con ánimo de lucro, individualmente o formando parte de una 
organización, la inmigración clandestina de personas en tránsito o con destino al territorio español o su 
permanencia en el mismo, siempre que el hecho no constituya delito. 

- La realización de conductas de discriminación por motivos raciales, étnicos, nacionales o religiosos, en los 
términos previstos en el artículo 23 de la presente Ley, siempre que el hecho no constituya delito. 

- La contratación de trabajadores extranjeros sin haber obtenido con carácter previo la correspondiente 
autorización de residencia y trabajo, incurriéndose en una infracción por cada uno de los trabajadores 
extranjeros ocupados, siempre que el hecho no constituya delito. 

- Realizar, con ánimo de lucro, la infracción prevista en la letra d) del apdo 2 del artículo anterior. 
(Consentir la inscripción de un extranjero en el Padrón Municipal por parte del titular de una vivienda 
habilitado para tal fin, cuando dicha vivienda no constituya el domicilio real del extranjero). 

- Simular la relación laboral con un extranjero, cuando dicha conducta se realice con ánimo de lucro o 
con el propósito de obtener indebidamente derechos reconocidos en esta Ley, siempre que tales 
hechos no constituyan delito. 

- La comisión de una tercera infracción grave siempre que en un plazo de un año anterior hubiera sido 
sancionado por 2 faltas graves de la misma naturaleza. 
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También son infracciones muy graves: 

- El incumplimiento de las obligaciones previstas para los transportistas en el art. 66, apdos. 1 y 2*: 

- El transporte de extranjeros por vía aérea, marítima o terrestre, hasta el territorio español, por los 
sujetos responsables del transporte, sin que hubieran comprobado la validez y vigencia, tanto de los 
pasaportes, títulos de viaje o documentos de identidad pertinentes, como, en su caso, del 
correspondiente visado, de los que habrán de ser titulares los citados extranjeros. 

- El incumplimiento de la obligación que tienen los transportistas de hacerse cargo sin pérdida de 
tiempo del 1extranjero o transportado que, por deficiencias en la documentación antes citada, no 
haya sido autorizado a entrar en España, así como del 2extranjero transportado en tránsito que no 
haya sido trasladado a su país de destino o que hubiera sido devuelto por las autoridades de éste, 
al no autorizarle la entrada. 

Esta obligación incluirá los gastos de mantenimiento del citado extranjero y, si así lo solicitan las 
autoridades encargadas del control de entrada, los derivados del transporte de dicho extranjero, que 
habrá de producirse de inmediato, bien por medio de la compañía objeto de sanción o, en su defecto, 
por medio de otra empresa de transporte, con dirección al Estado a partir del cual haya sido 
transportado, al Estado que haya expedido el documento de viaje con el que ha viajado o a cualquier 
otro Estado donde esté garantizada su admisión. 

No obstante, lo dispuesto en los apartados anteriores, no se considerará infracción a la presente Ley el hecho 
de transportar hasta la frontera española a un extranjero que, habiendo presentado sin demora su solicitud 
de protección internacional, ésta le sea admitida a trámite, de conformidad con lo establecido en la Ley 
12/2009, de 30 de octubre reguladora del derecho de asilo y de la protección subsidiaria. 

Sanciones (Art. 55) 

Las infracciones tipificadas en los artículos anteriores serán sancionadas en los términos siguientes: 

a) Las infracciones leves con multa de hasta 500 euros. 

b) Las infracciones graves con multa de 501 hasta 10.000 euros. En el supuesto contemplado en el art. 
53.2.a (No dar de alta al trabajador extranjero cuya autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena 
hubiera solicitado, o no registrar el contrato de trabajo en las condiciones que sirvieron de base a la solicitud, 
cuando el empresario tenga constancia de que el trabajador se halla legalmente en España habilitado para 
el comienzo de la relación laboral), además de la sanción indicada, el empresario también estará obligado a 
sufragar los costes derivados del viaje. 

c) Las infracciones muy graves con multa desde 10.001 hasta 100.000 euros, excepto la prevista en el art. 
54.2.b (El transporte de extranjeros por vía aérea, marítima o terrestre, hasta el territorio español, por los 
sujetos responsables del transporte, sin que hubieran comprobado la validez y vigencia, tanto de los 
pasaportes, títulos de viaje o documentos de identidad pertinentes, como, en su caso, del correspondiente 
visado, de los que habrán de ser titulares los citados extranjeros), que lo será con una multa de 5.000 a 
10.000 euros por cada viajero transportado o con un mínimo de 750.000 euros a tanto alzado, con 
independencia del número de viajeros transportados.  

La infracción prevista en el art. 54.2.a) en relación con el artículo 66.1 lo será con una multa de 10.001 hasta 
100.000 euros por cada viaje realizado sin haber comunicado los datos de las personas transportadas o 
habiéndolos comunicado incorrectamente, con independencia de que la Autoridad gubernativa pueda 
adoptar la inmovilización, incautación y decomiso del medio de transporte, o la suspensión provisional o 
retirada de la autorización de explotación. 

La imposición de sanciones por las infracciones administrativas establecidas en la presente Ley Orgánica 
corresponderá al Subdelegado del Gobierno o al Delegado del Gobierno en las Comunidades Autónomas 
uniprovinciales.  
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En los supuestos calificados como infracción leve del artículo 52.c), d) y e), graves del artículo 53.1.b), y 
53.2.a), y muy grave del artículo 54.1.d) y f), el procedimiento sancionador se iniciará por acta de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social 

Prescripción de las infracciones y de las sanciones (Art. 56) 

Las infracciones 1muy graves prescribirán a los 3 años, las 2graves a los 2 años y las 3leves a los 6 meses. 

Las sanciones impuestas por infracciones 1muy graves prescribirán a los 5 años, las 2graves a los 2 años y 
las impuestas por infracciones 3leves al año.* 

Si la sanción impuesta fuera la de expulsión del territorio nacional la prescripción no empezará a contar 
hasta que haya transcurrido el período de prohibición de entrada fijado en la resolución con un máximo de 
10 años. 

Expulsión del territorio (Art. 57) 

Cuando los infractores sean extranjeros y realicen conductas de las tipificadas como muy graves, o 
conductas graves de las previstas en los apdos. a), b), c), d) y f) del art. 53.1 de esta Ley Orgánica, podrá 
aplicarse, en atención al principio de proporcionalidad:  

- En lugar de la sanción de multa, la expulsión del territorio español, previa la tramitación del 
correspondiente expediente administrativo y mediante la resolución motivada que valore los hechos 
que configuran la infracción. 

Asimismo, constituirá causa de expulsión, previa tramitación del correspondiente expediente, que el 
extranjero haya sido condenado, dentro o fuera de España, por una conducta dolosa que constituya en 
nuestro país delito sancionado con pena privativa de libertad superior a 1 año, salvo que los antecedentes 
penales hubieran sido cancelados. 

En ningún caso podrán imponerse conjuntamente las sanciones de expulsión y multa. 

La expulsión conllevará, en todo caso:  

- La extinción de cualquier autorización para permanecer legalmente en España, así como  

- El archivo de cualquier procedimiento que tuviera por objeto la autorización para residir o trabajar en 
España del extranjero expulsado. No obstante, la expulsión podrá revocarse en los supuestos que se 
determinen reglamentariamente. 

En el caso de las infracciones previstas en las letras a) y b) del art. 53.1* de esta ley, salvo que concurran 
razones de orden público o de seguridad nacional, si el extranjero fuese titular de una autorización de 
residencia válida expedida por otro Estado miembro, se le advertirá, mediante diligencia en el pasaporte, 
de la obligación de dirigirse de inmediato al territorio de dicho Estado. Si no cumpliese esa advertencia se 
tramitará el expediente de expulsión. 

La sanción de expulsión no podrá ser impuesta, salvo que la infracción cometida sea participar en 
1actividades contrarias a la seguridad nacional o que pueden perjudicar las relaciones de España con otros 
países, o estar implicados en 2actividades contrarias al orden público previstas como muy graves (art. 54.1 a), 
o suponga una 3reincidencia en la comisión, en el término de 1 año, de una infracción de la misma naturaleza 
sancionable con la expulsión, a los extranjeros que se encuentren en los siguientes supuestos: 

- Los nacidos en España que hayan residido legalmente en los últimos 5 años. 

- Los residentes de larga duración. Antes de adoptar la decisión de la expulsión de un residente de larga 
duración, deberá tomarse en consideración el 1tiempo de su residencia en España y los 2vínculos 
creados, su 3edad, las 4consecuencias para el interesado y para los miembros de su familia, y los 
5vínculos con el país al que va a ser expulsado. 

- Los que hayan sido españoles de origen y hubieran perdido la nacionalidad española. 
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- Los que sean beneficiarios de una 1prestación por incapacidad permanente para el trabajo como 
consecuencia de un accidente de trabajo o enfermedad profesional ocurridos en España, así como los 
que 2perciban una prestación contributiva por desempleo o lo sean de una 3prestación económica 
asistencial de carácter público destinada a lograr su inserción o reinserción social o laboral. 

Tampoco se podrá imponer o, en su caso, ejecutar la sanción de expulsión al 1cónyuge del extranjero que 
se encuentre en alguna de las situaciones señaladas anteriormente y que haya residido legalmente en 
España durante más de 2 años, ni a sus 2ascendientes e 3hijos menores, o 4hijos mayores con discapacidad 
que no sean objetivamente capaces de proveer a sus propias necesidades debido a su estado de salud, que 
estén a su cargo. 

La expulsión no podrá ser ejecutada cuando ésta conculcase el principio de no devolución*, o afecte a las 
mujeres embarazadas, cuando la medida pueda suponer un riesgo para la gestación o la salud de la madre. 

Cuando el extranjero se encuentre procesado o imputado en un procedimiento judicial por delito o falta 
para el que la Ley prevea una pena privativa de libertad inferior a 6 años o una pena de distinta naturaleza, 
y conste este hecho acreditado en el expediente administrativo de expulsión, en el plazo más breve posible 
y en todo caso no superior a 3 días, el Juez, previa audiencia del Ministerio Fiscal, la autorizará salvo que, 
de forma motivada, aprecie la existencia de circunstancias que justifiquen su denegación. 

En el caso de que el extranjero se encuentre sujeto a varios procesos penales tramitados en diversos 
juzgados, y consten estos hechos acreditados en el expediente administrativo de expulsión, la autoridad 
gubernativa instará de todos ellos la autorización del Juez al que se refiere en el párrafo anterior. 

No obstante lo señalado en el párrafo a) anterior, el juez podrá autorizar, a instancias del interesado y previa 
audiencia del Ministerio Fiscal, la salida del extranjero del territorio español en la forma que determina la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

No serán de aplicación las previsiones contenidas en los párrafos anteriores cuando se trate de delitos 
tipificados en los art. 312.1, 313.1 y 318 bis* del Código Penal. 

Cuando los extranjeros, residentes o no, hayan sido condenados por conductas tipificadas como delitos 
tipificados en los artículos 312.1, 313.1 y 318 bis del Código Penal la expulsión se llevará a efecto una vez 
cumplida la pena privativa de libertad. 

La resolución de expulsión deberá ser notificada al interesado, con indicación de los 1recursos que contra 
la misma se puedan interponer, 2órgano ante el que hubieran de presentarse y 3plazo para presentarlos. 

En el supuesto de expulsión de un residente de larga duración de otro Estado miembro de la Unión 
Europea que se encuentre en España, dicha expulsión sólo podrá efectuarse fuera del territorio de la Unión 
cuando la infracción cometida sea una de las previstas en los art. 53.1.d) y f) y 54.1.a) y b) de esta Ley Orgánica, 
y deberá consultarse al respecto a las Autoridades competentes de dicho Estado miembro de forma previa 
a la adopción de esa decisión de expulsión. En caso de no reunirse estos requisitos para que la expulsión 
se realice fuera del territorio de la Unión, la misma se efectuará al Estado miembro en el que se reconoció 
la residencia de larga duración. 

Cuando, de acuerdo con la normativa vigente, España decida expulsar a un residente de larga duración que 
sea beneficiario de protección internacional reconocida por otro Estado miembro de la Unión Europea, las 
autoridades españolas competentes en materia de extranjería solicitarán a las autoridades competentes de 
dicho Estado miembro información sobre si dicha condición de beneficiario de protección internacional 
continúa vigente. Dicha solicitud deberá ser respondida en el plazo de 1 mes, entendiéndose, en caso 
contrario, que la protección internacional sigue vigente. 

Si el residente de larga duración continúa siendo beneficiario de protección internacional, será expulsado 
a dicho Estado miembro. 

Lo dispuesto en los 2 párrafos anteriores será de aplicación para las solicitudes cursadas por autoridades 
de otros Estados miembros de la Unión Europea respecto a los extranjeros a los que España hubiera 
concedido la condición de beneficiario de protección internacional. 
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De conformidad con sus obligaciones internacionales, y de acuerdo con las normas de la Unión Europea, 
España podrá expulsar al residente de larga duración a un país distinto al Estado miembro de la Unión 
Europea que concedió la protección internacional si existen motivos razonables para considerar que:  

- Constituye un peligro para la seguridad de España o si,  

- Habiendo sido condenado por sentencia firme por un delito de especial gravedad, constituye un 
peligro para España.  

En todo caso, cuando la protección internacional hubiera sido reconocida por las autoridades españolas, la 
expulsión sólo podrá efectuarse previa tramitación del procedimiento de revocación previsto en la 
normativa vigente en España en materia de protección internacional. 

Efectos de la expulsión y devolución (Art. 58) 

La expulsión llevará consigo la prohibición de entrada en territorio español. La duración de la prohibición 
se determinará en consideración a las circunstancias que concurran en cada caso y su vigencia no excederá 
de 5 años. 

Excepcionalmente, cuando el extranjero suponga una amenaza grave para el 1orden público, la 2seguridad 
pública, la 3seguridad nacional o para la 4salud pública, podrá imponerse un período de prohibición de 
entrada de hasta 10 años. 

En las circunstancias que se determinen reglamentariamente, la autoridad competente:  

- No impondrá la prohibición de entrada cuando el extranjero hubiera abandonado el territorio nacional 
durante la tramitación de un expediente administrativo sancionador por:  

• Estar de forma irregular en España cuando no hubiera solicitado la renovación en el plazo previsto 
reglamentariamente. (art.53.1 a) 

• Trabajar en España sin autorización de trabajo cuando no cuente con autorización de residencia 
válida. (art. 53.1 b) 

- Revocará la prohibición de entrada impuesta por las mismas causas, cuando el extranjero abandonara 
el territorio nacional en el plazo de cumplimiento voluntario previsto en la orden de expulsión. 

No será preciso expediente de expulsión para la devolución de los extranjeros en los siguientes 
supuestos: 

• Los que habiendo sido expulsados contravengan la prohibición de entrada en España. 

• Los que pretendan entrar ilegalmente en el país. 

En el supuesto de que se formalice una solicitud de protección internacional por personas que se 
encuentren en alguno de los supuestos mencionados en el apartado anterior, no podrá llevarse a cabo la 
devolución hasta que se haya decidido la inadmisión a trámite de la petición, de conformidad con la 
normativa de protección internacional. 

Tampoco podrán ser devueltas las mujeres embarazadas cuando la medida pueda suponer un riesgo para 
la gestación o para la salud de la madre. 

La devolución será acordada por la autoridad gubernativa competente para la expulsión. 

Cuando la devolución no se pudiera ejecutar en el plazo de 72 horas, se solicitará de la autoridad judicial 
la medida de internamiento prevista para los expedientes de expulsión. 

La devolución acordada para los expulsados que contravengan la prohibición de entrada, conllevará la 
reiniciación del cómputo del plazo de prohibición de entrada que hubiese acordado la resolución de 
expulsión quebrantada. Asimismo, toda devolución acordada para los extranjeros que pretendan entrar 
ilegalmente, llevará consigo la prohibición de entrada en territorio español por un plazo máximo de 3 años. 
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